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Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POOR HECHO SUPERADO. “Los Directores de Gestión Social y Humanitaria y de Reparación de la UARIV dieron respuesta a esa solicitud mediante oficio 20177206069631 de 7 de marzo de este año, en el que le informaron a la accionante que su grupo familiar ya había sido sometido a proceso de identificación de carencia “y la decisión adoptada fue debidamente motivada mediante acto administrativo RESOLUCIÓN No. 0600120160276182 de 2016, el cual fue notificado de manera personal el 10 de junio de 2016”; contra esta decisión no se interpuso recurso alguno y por eso a la fecha se encuentra en firme. Y que respecto a la indemnización administrativa por desplazamiento forzado, no era posible en este momento indicarle el monto y su fecha de entrega como quiera que su grupo familiar no ha elevado ninguna solicitud para iniciar el trámite de retorno o reubicación, requisito necesario para analizar los criterios de priorización, de que trata el artículo 2.2.7.4.7 del Decreto 1084 de 2015, con base en los cuales se pueda acceder a la citada reparación  (…) En conclusión, se confirmará el fallo que se revisa, en cuanto concedió el amparo reclamado, pero se declarará la carencia actual de objeto por encontrarse superado el hecho que originó la lesión a esa garantía constitucional. Se revocarán sí las órdenes impuestas al Director General, al Director de Registro y Gestión de la Información, a la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica y a la Secretaría General de la UARIV, como quiera que estos carecen de competencia para decidir sobre el asunto, pues tal como quedó aquí acreditado, dicha función radica únicamente en el Director de Gestión Social y Humanitaria, teniendo en cuenta que el derecho de petición de que trata el amparo, se dirigía a obtener un subsidio asimilable a la ayuda humanitaria que brinda esa entidad.”.
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Acta No. 219 del 28 de abril de 2017


Expediente No. 66170-31-03-001-2017-00015-01

Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por los Directores de Gestión Social y Humanitaria y de Reparación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 6 de marzo último, en la acción de tutela que promovió contra esa Unidad el Personero Delegado en Derecho de Petición, Medio Ambiente y Servicios Públicos de Dosquebradas, como agente oficioso de la señora Olga Cecilia Osorno Bustamante.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el promotor de la acción, los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 La accionante hace parte de la población desplazada y en la actualidad padece de trastornos de disco cervical. 
1.2 El 15 de octubre de 2015 fue sometida al procedimiento PAARI y el 24 de mayo de 2016 elevó derecho de petición a la UARIV en procura del reconocimiento de la indemnización administrativa, el cual, a la fecha, no ha sido respondido.

2. Considera lesionado el derecho de petición y para su protección, solicita se ordene a la entidad demandada resolver sobre la citada reclamación.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 10 de noviembre de 2016 (sic) se admitió la demanda contra la Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas. Con posterioridad, se dispuso vincular a la actuación a los Directores General, de Gestión Social y Humanitaria y de Registro y Gestión de la Información, a la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica y a la Secretaría General, encargada de la atención de quejas y reclamos, de esa entidad.
2. Los funcionarios demandados no emitieron pronunciamiento alguno.
3. Mediante sentencia de 6 de marzo de este año, el Juez Civil del Circuito de Dosquebradas concedió el amparo solicitado y para proteger el derecho de petición que encontró vulnerado, ordenó a los Directores General, de Gestión Social y Humanitaria y de Registro y Gestión de la Información, a la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica y a la Secretaría General de la UARIV, suministrar respuesta de fondo a la solicitud presentada por la demandante el 24 de mayo de 2016.
Para decidir así, con fundamento en normas y jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicables al caso, estimó que la entidad demandada vulneró el derecho de petición de la actora al abstenerse de responder la solicitud que formuló, hecho este último que no fue refutado por dicha autoridad y que en virtud de la presunción de veracidad, se tiene por cierto.  
4. Inconformes con el fallo, los Directores de Gestión Social y Humanitaria y de Reparación de la UARIV, lo impugnaron. Argumentan que mediante resolución No. 0600120160276182 de 2016 se suspendió definitivamente la entrega de la ayuda humanitaria, en razón a que de conformidad con el estudio de carencia, el hogar de la actora cuenta con los medios para suplir sus necesidades básicas. Dicho acto administrativo se encuentra en firme, ya que la interesada no formuló recurso alguno en su contra y por ende la acción de tutela resulta improcedente de conformidad con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991. Respecto a la reparación administrativa indicaron que a ella solo se puede acceder cuando la víctima surta el proceso de retorno o reubicación, trámite que aún no ha adelantado el hogar de la accionante.  
De lo anterior, agrega, se dio cuenta a la accionante por medio de oficio 20177206069631 de 7 de marzo de este año y por lo tanto, como esa respuesta es coherente y resuelve el fondo del asunto, se configura un hecho superado. Piden se revoque la sentencia de primera instancia y se nieguen las pretensiones de la demanda.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2. Sería del caso analizar si por acción u omisión la entidad demandada lesionó los derechos cuyo amparo solicita el actor, de no ser porque en el curso de esta instancia se pudo constatar que el hecho que motivó la tutela se encuentra superado y su aspiración principal satisfecha.

3. En efecto, están probados en el proceso los siguientes hechos:
3.1 En escrito de 24 de mayo de 2016, recibido el día siguiente, la accionante elevó ante la UARIV solicitud en aras de que le reconocieran “un subsidio con el fin de mejorar mi calidad de vida”, pues hace parte de la población desplazada, sufre de trastornos del disco cervical y se encuentra impedida para trabajar
.

3.2 Los Directores de Gestión Social y Humanitaria y de Reparación de la UARIV dieron respuesta a esa solicitud mediante oficio 20177206069631 de 7 de marzo de este año, en el que le informaron a la accionante que su grupo familiar ya había sido sometido a proceso de identificación de carencia “y la decisión adoptada fue debidamente motivada mediante acto administrativo RESOLUCIÓN No. 0600120160276182 de 2016, el cual fue notificado de manera personal el 10 de junio de 2016”; contra esta decisión no se interpuso recurso alguno y por eso a la fecha se encuentra en firme. Y que respecto a la indemnización administrativa por desplazamiento forzado, no era posible en este momento indicarle el monto y su fecha de entrega como quiera que su grupo familiar no ha elevado ninguna solicitud para iniciar el trámite de retorno o reubicación, requisito necesario para analizar los criterios de priorización, de que trata el artículo 2.2.7.4.7 del Decreto 1084 de 2015, con base en los cuales se pueda acceder a la citada reparación
.

Al proceso se incorporó copia de la Resolución No. 0600120160276182 de 2016, del 31 de mayo de 2016, por medio de la cual se decidió suspender de manera definitiva la entrega de la ayuda humanitaria al hogar de María del Socorro Bustamante de Osorno, integrado con las señoras María Eugenia y Olga Cecilia Osorno Bustamante, con sustento en que, de conformidad con la Red Nacional de Información y el PAARI, el desplazamiento de ese núcleo familiar se produjo con una anterioridad igual o superior a diez años respecto de la fecha de la solicitud, por lo se concluye que las carencias que pudiera tener no guardan relación directa con el hecho del desplazamiento. Además, el grupo familiar está conformado por personas con capacidad productiva
; este acto administrativo se notificó de forma personal a la señora María del Socorro Bustamante de Osorno el 10 de junio de 2016
. 
3.4 Aquella respuesta de 7 de marzo último, fue remitida ese mismo día a la dirección de la accionante Olga Cecilia Osorno Bustamante
. 

4. De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
5. En conclusión, se confirmará el fallo que se revisa, en cuanto concedió el amparo reclamado, pero se declarará la carencia actual de objeto por encontrarse superado el hecho que originó la lesión a esa garantía constitucional. Se revocarán sí las órdenes impuestas al Director General, al Director de Registro y Gestión de la Información, a la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica y a la Secretaría General de la UARIV, como quiera que estos carecen de competencia para decidir sobre el asunto, pues tal como quedó aquí acreditado, dicha función radica únicamente en el Director de Gestión Social y Humanitaria, teniendo en cuenta que el derecho de petición de que trata el amparo, se dirigía a obtener un subsidio asimilable a la ayuda humanitaria que brinda esa entidad.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el pasado 6 de marzo, en la acción de tutela que promovió el Personero Delegado en Derecho de Petición, Medio Ambiente y Servicios Públicos de Dosquebradas, en calidad de agente oficioso de la señora Olga Cecilia Osorno Bustamante contra la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, salvo en cuanto a las órdenes impuestas al Director General, al Director de Registro y Gestión de la Información, a la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica y a la Secretaría General de esa entidad que se REVOCAN, y se declara la carencia actual de objeto por hecho superado.
(Continúa parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada 66170-31-03-001-2017-00015-01)
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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